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EROSKI 

Plazo de caducidad de la acción 

STS, Sala de lo Civil, núm. 718/2016, de 01 de diciembre, recurso: 1400/2014. Ponente: Excmo. 
Sr. Ignacio Sancho Gargallo. Presidente: Excmo. Sr. Francisco Marín Castán. 

Plazo de caducidad de la acción – Error por vicio en el consentimiento (sinopsis 
de Fernando Zunzunegui e Ignacio Martín). 

Plazo de caducidad de la acción: “(…) En aquella sentencia 769/2014, (…) hacíamos una 
interpretación del 1301 CC de acuerdo con la realidad del tiempo en que debe ser ahora 
aplicado. (...)En la fecha en que el art. 1301 CC fue redactado, la escasa complejidad que, (…) 
caracterizaba los contratos permitía que el contratante aquejado del vicio del consentimiento, 
con un mínimo de diligencia, pudiera conocer el error padecido en un momento más temprano 
del desarrollo de la relación contractual. Pero en el espíritu y la finalidad de la norma se 
encontraba el cumplimiento del tradicional requisito de la "actio nata", conforme al cual el 
cómputo del plazo de ejercicio de la acción, salvo expresa disposición que establezca lo 
contrario, no puede empezar a computarse al menos hasta que se tiene o puede tenerse cabal 
y completo conocimiento de la causa que justifica el ejercicio de la acción. Tal principio se halla 
recogido actualmente en los principios de Derecho europeo de los contratos (art. 4:113).» En 
definitiva, no puede privarse de la acción a quien no ha podido ejercitarla por causa que no le 
es imputable, como es el desconocimiento de los elementos determinantes de la existencia del 
error en el consentimiento. »Por ello, en relaciones contractuales complejas como son con 
frecuencia las derivadas de contratos bancarios, financieros o de inversión, la consumación del 
contrato, a efectos de determinar el momento inicial del plazo de ejercicio de la acción de 
anulación del contrato por error o dolo, no puede quedar fijada antes de que el cliente haya 
podido tener conocimiento de la existencia de dicho error o dolo. El día inicial del plazo de 
ejercicio de la acción será, por tanto, el de suspensión de las liquidaciones de beneficios o de 
devengo de intereses, el de aplicación de medidas de gestión de instrumentos híbridos 
acordadas por el FROB, o, en general, otro evento similar que permita la comprensión real de 
las características y riesgos del producto complejo adquirido por medio de un consentimiento 
viciado por el error». Conforme a esta doctrina, en nuestro caso el comienzo del plazo de 
ejercicio de la acción de anulación por error vicio en el consentimiento no podía computarse, 
como entendió la Audiencia, desde que se perfeccionó el contrato de adquisición de las 
aportaciones financieras subordinadas (…) ni tampoco desde la adquisición de las 
aportaciones financieras subordinadas (…), sino desde que la demandante conoció la 
circunstancia sobre la que versa el error vicio que invoca como motivo de anulación. En este 
caso, la situación de crisis económica de Eroski (…), fue la que reveló al demandante cuáles 
eran las características del producto financiero adquirido y los riesgos que había asumido, 
respecto de los que -insistía en su demanda- no había sido informado. (…) Como desde ese 
momento, hasta la presentación de la demanda (abril de 2013), no había transcurrido el plazo 
de cuatro años, la acción no estaba caducada. Por todo lo cual procede casar la sentencia y 
como tribunal de instancia resolver sobre la cuestión de fondo, en concreto, sobre la 
procedencia del error vicio, tal y como había sido apreciado por el juzgado de primera instancia 
(…)”. 
  
Error por vicio en el consentimiento: “(…) Aunque la comercialización de estas 
aportaciones financieras subordinadas fue anterior a que se traspusiera en España la Directiva 
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MiFID, en aquel momento ya existía una normativa, que hemos venido denominando pre-
MiFID, que imponía en la comercialización de productos complejos (…), unos especiales 
deberes de información. Así lo expresamos, entre otras, en la sentencia 60/2016, de 12 de 
febrero: «(…) con anterioridad a la trasposición de la Directiva MiFID, la normativa del 
mercado de valores daba "una destacada importancia al correcto conocimiento por el cliente 
de los riesgos que asume al contratar productos y servicios de inversión, y obliga a las empresas 
que operan en ese mercado a observar unos estándares muy altos en la información que sobre 
esos extremos han de dar a los clientes, potenciales o efectivos. (…) La información a la 
clientela debe ser clara, correcta, precisa, suficiente y entregada a tiempo para evitar su 
incorrecta interpretación y haciendo hincapié en los riesgos que cada operación conlleva, muy 
especialmente en los productos financieros de alto riesgo, de forma que el cliente conozca con 
precisión los efectos de la operación que contrata. Cualquier previsión o predicción debe estar 
razonablemente justificada y acompañada de las explicaciones necesarias para evitar 
malentendidos"». (…) De este modo, BBVA, al comercializar las «aportaciones financieras 
subordinadas» (…), estaba obligada a suministrar una información clara y comprensible a este 
cliente, que le permitiera conocer las características del producto financiero y sus concretos 
riesgos. (…) En nuestro caso, no queda constancia de que (…) fuera inversor profesional, razón 
por la cual BBVA venia obligado a explicar muy bien estas características del producto, y en 
concreto el carácter perpetuo, junto con las posibilidades reales de recuperar el capital 
invertido, y los escenarios en que no sería posible. (…) La existencia de los reseñados especiales 
deberes de información tiene una incidencia muy relevante sobre la apreciación del error vicio, 
a la vista de la jurisprudencia de esta sala. En este sentido conviene traer a colación esta 
jurisprudencia sobre el error vicio, que en relación con productos financieros complejos se 
halla contenida en la sentencia 840/2013, de 20 de enero de 2014: «El art. 1266 CC dispone 
que, para invalidar el consentimiento, el error ha de recaer -además de sobre la persona, en 
determinados casos- sobre la sustancia de la cosa que constituye el objeto del contrato o sobre 
aquellas condiciones de la cosa que principalmente hubieren dado motivo a celebrarlo, esto es, 
sobre el objeto o materia propia del contrato (art. 1261.2 CC). Además, el error ha de ser 
esencial, en el sentido de proyectarse, precisamente, sobre aquellas presuposiciones (…) que 
hubieran sido la causa principal de su celebración, (…). (…) El que se imponga a la entidad 
financiera que comercializa productos financieros complejos, (…) el deber de suministrar al 
cliente inversor no profesional una información comprensible y adecuada de tales 
instrumentos (o productos) financieros, que necesariamente ha de incluir «orientaciones y 
advertencias sobre los riesgos asociados a tales instrumentos», muestra que esta información 
es imprescindible para que el inversor no profesional pueda prestar válidamente su 
consentimiento. De tal forma que el desconocimiento de estos concretos riesgos asociados al 
producto financiero que contrata, pone en evidencia que la representación mental que el 
cliente se hacía de lo que contrataba era equivocada. Y este error es esencial pues afecta a las 
presuposiciones que fueron causa principal de la contratación del producto financiero. Es 
jurisprudencia constante de esta sala que «lo que vicia el consentimiento por error es la falta 
de conocimiento del producto contratado y de los concretos riesgos asociados al mismo, que 
determina en el cliente inversor no profesional que lo contrata una representación mental 
equivocada sobre el objeto del contrato, pero no el incumplimiento por parte de la entidad 
financiera de los deberes de información expuestos, pues pudiera darse el caso de que ese 
cliente concreto ya conociera el contenido de esta información (…).” 
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